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Usted podrá consultar todos los precedentes, tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 
criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 
a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 
Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 
como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 
declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 
difundir a través de dicho medio digital. 
 
 

TESIS 
 
 
Registro digital: 2030823 
Instancia: Segunda Sala 
Undécima Época 
Materia(s): Constitucional, Laboral 
Tesis: 2a./J. 44/2025 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tipo: Jurisprudencia 
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030823   
 
FAMILIARES DERECHOHABIENTES DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 6, FRACCIÓN XII, DE LA LEY RELATIVA, AL NO PREVER 
A LOS HERMANOS CON DISCAPACIDAD MAYORES DE 18 AÑOS QUE DEPENDAN 
ECONÓMICAMENTE DEL TRABAJADOR, VIOLA LOS DERECHOS A LA IGUALDAD, A LA NO 
DISCRIMINACIÓN Y A LA SEGURIDAD SOCIAL.  
 
Hechos: Una trabajadora en activo asegurada bajo el régimen obligatorio en el Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado solicitó dar de alta a su hermano como 
derechohabiente en dicha institución con todos los derechos inherentes y equiparables a los hijos 
de los trabajadores. Ello porque se trata de una persona adulta con discapacidad física desde su 
nacimiento que dependía de sus progenitores, pero a falta de ellos, la trabajadora asumió su 
cuidado, custodia, vigilancia y atención. El Instituto negó la solicitud bajo el argumento de que los 
hermanos no están contemplados como familiares derechohabientes. Contra esa determinación la 
trabajadora promovió amparo indirecto que le fue concedido, por lo que la autoridad responsable 
interpuso recurso de revisión. 

 
 

PRECEDENTES Y TESIS RELEVANTES DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  
PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  

DEL 1 AL 22 DE AGOSTO DE 2025 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030823
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 6, fracción XII, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado, viola los derechos a la igualdad, a la no discriminación y a la seguridad social, al no prever 
como familiares derechohabientes a los hermanos mayores de 18 años con discapacidad que 
dependan económicamente del trabajador asegurado. 
Justificación: En el amparo en revisión 509/2023, esta Segunda Sala señaló que el término 
“familiares” utilizado en el artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos –que establece que los trabajadores al servicio del Estado y sus 
familiares tienen derecho a la seguridad social para su tranquilidad y bienestar personal ante la 
muerte del operario–, no debe entenderse como la familia conceptualizada tradicionalmente 
(padre, madre e hijos), pues lo que debe considerarse protegido por el artículo 4o. constitucional es 
la familia como realidad social. Por ende, tal protección debe cubrir todas sus formas y 
manifestaciones en cuanto realidad existente, como puede ser la familia constituida por un 
parentesco colateral, como lo son los hermanos que conformen un vínculo familiar que, en términos 
del artículo 15 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, el Estado 
Mexicano está obligado a velar. En ese contexto, el mencionado artículo 6, fracción XII, es una norma 
subinclusiva y, por ende, discriminatoria, porque excluye a los hermanos con discapacidad que 
dependen económicamente del trabajador de disfrutar los derechos de seguridad social, esto es, no 
visibiliza una realidad social. Las personas con discapacidad que no pueden ser independientes 
económicamente suelen depender en primer lugar de sus progenitores y, en segundo, de sus 
hermanos, lo cual puede acontecer por la muerte de los mencionados en primer lugar, su edad 
avanzada que les impida física o mentalmente hacerse cargo de sus hijos con discapacidad y/o que 
ya no puedan encargarse económicamente de éstos, situación que no es aislada, sino una realidad 
en muchas personas con discapacidad. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo en revisión 5/2025. Lorenza del Rocío Loria Centeno y otro. 19 de marzo de 2025. Cuatro votos de los Ministros 
Yasmín Esquivel Mossa, Alberto Pérez Dayán, Lenia Batres Guadarrama y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán. 
 
Tesis de jurisprudencia 44/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de dos de 
julio de dos mil veinticinco. 
Nota: Esta tesis jurisprudencial, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, del viernes 8 de agosto de 2025 a las 
10:16 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 52, agosto de 2025, Tomo II, 
Volumen 1, página 1003, ha dado lugar a la integración del expediente relativo a la declaratoria general de 
inconstitucionalidad 4/2025, pendiente de resolución por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
 
Registro digital: 2030815 
Instancia: Segunda Sala 
Undécima Época 
Materia(s): Constitucional, Administrativa 
Tesis: 2a./J. 39/2025 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tipo: Jurisprudencia 
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https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030815   
 
DERECHO A PARTICIPAR EN LA CONVOCATORIA DE INGRESO A LA ESCUELA MILITAR DE 
GRADUADOS DE SANIDAD DE LA SECRETARÍA DE LA DEFENSA NACIONAL (2023). EL ESTADO DE 
SALUD DE LA PERSONA ASPIRANTE (VIH) NO DEBE SER UNA CONDICIONANTE POR SÍ PARA SU 
INGRESO, PUES ES UN CRITERIO DISCRIMINATORIO PROHIBIDO POR LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
Hechos: Un médico militar promovió juicio de amparo indirecto en contra de diversas autoridades 
por actos de discriminación y exclusión que consideró sufrir por su condición de salud –infección 
por Virus de Inmunodeficiencia Humana (VIH)–, ya que por ese motivo se le negó acceder al 
concurso de admisión como aspirante a una especialidad médica (psiquiatría) en la Escuela Militar 
de Graduados de Sanidad de la Secretaría de la Defensa Nacional de 2023. 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
estado de salud de la persona aspirante a acceder a la Escuela Militar de Graduados de Sanidad de 
la Secretaría de la Defensa Nacional, conforme a la Convocatoria de dos mil veintidós, por padecer 
VIH, es un criterio discriminatorio prohibido por la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
Justificación: Conforme a los derechos de igualdad y no discriminación y acceso a la educación, el 
aspirante a estudiar en la Escuela Militar de Graduados de Sanidad de la Secretaría de la Defensa 
Nacional, conforme a la Convocatoria relativa, no puede ser rechazado por la sola presencia de VIH; 
ya que esta condición no implica que esté impedido para ejercer su derecho a la educación a través 
de un proceso de selección. Las personas pueden mantener controlado el virus y llevar una vida 
sana, por lo que no encuentra asidero constitucional realizar una distinción a partir de esa específica 
situación. De los artículos 1o. y 3o. de la CPEUM se puede extraer que debe fomentarse la inclusión, 
permanencia y continuidad en la educación –en condiciones de igualdad y no discriminación– por 
lo que está vedado al Estado mexicano imponer condiciones de acceso discriminatorias basadas en 
la salud de las personas. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo en revisión 18/2024. 16 de octubre de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, 
Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
Lenia Batres Guadarrama. Secretario: Julián Aguirre Gaona. 
 
Tesis de jurisprudencia 39/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de dos de 
julio de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
 
Registro digital: 2030941 
Instancia: Segunda Sala 
Undécima Época 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: 2a./J. 53/2025 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tipo: Jurisprudencia 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030815
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https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030941  
 
INTERNAMIENTO INVOLUNTARIO EN INSTITUCIONES PSIQUIÁTRICAS. PUEDE IMPLICAR UN 
ATAQUE A LA LIBERTAD PERSONAL FUERA DE PROCEDIMIENTO Y ACTOS DE TORTURA 
 
Hechos: Una persona promovió amparo indirecto con fundamento en el artículo 15 de la Ley de 
Amparo en nombre de mujeres con discapacidad intelectual y/o psicosocial internadas en forma 
involuntaria en un hospital psiquiátrico. Alegó que el internamiento ocurrió presuntamente sin su 
consentimiento informado, bajo consideraciones arbitrarias y estigmatizantes, manteniéndolas 
privadas de su libertad en condiciones de sufrimiento. El Juzgado de Distrito desechó de plano la 
demanda al considerar actualizada de manera manifiesta e indudable la causa de improcedencia 
relativa a la falta de interés jurídico o legítimo. La promovente interpuso recurso de queja, en el que 
alegó que el Juzgado de Distrito realizó una indebida interpretación del artículo 15 de la Ley de 
Amparo, al determinar que el internamiento involuntario de personas con discapacidad en un 
hospital psiquiátrico no constituye una privación a la libertad personal o alguna violación a derechos 
humanos. El Tribunal Colegiado de Circuito solicitó que el Alto Tribunal ejerciera su facultad de 
atracción. 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
internamiento en instituciones psiquiátricas sin consentimiento libre e informado, y fuera de los 
supuestos excepcionales previstos en la Ley General de Salud, puede configurar un ataque a la 
libertad personal fuera de procedimiento y un acto prohibido por el artículo 22 de la Constitución 
Federal, como la tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes. 
Justificación: Los artículos 51 Bis 2, 75 y 75 Bis de la Ley General de Salud reconocen en favor de las 
personas usuarias de los servicios de salud mental y aquellas con ciertos padecimientos, el derecho 
a decidir libremente sobre la aplicación de procedimientos o métodos terapéuticos que requieran. 
Asimismo, prevén que el internamiento de usuarios de servicios de salud mental tendrá lugar 
siempre que sea voluntario y aporte mayores beneficios a la persona destinataria, todo lo cual 
deberá ser previo consentimiento informado, respetando en todo momento la presunción de las 
personas sobre su capacidad de discernimiento. Las excepciones para ello son los casos en que el 
paciente no pueda dar su consentimiento o se trate de urgencia que requiera un actuar inmediato 
para proteger su vida de un riesgo inminente o su salud de un daño irreversible, lo cual debe ser 
debidamente justificado. Por ello, si la demanda de amparo se promueve en términos del artículo 
15 de la Ley de Amparo y se reclaman actos que podrían encuadrar en los supuestos ahí previstos, 
la posible transgresión a las garantías que la Ley General de Salud reconoce en favor de las personas 
usuarias de servicios médicos mentales puede incidir en el derecho a la integridad física y mental de 
dicha población y constituir algún acto que implique tortura, tratos crueles, inhumanos o 
degradantes, cuyas consecuencias configuren violaciones graves a derechos humanos, así como 
transgresiones a la libertad personal fuera del procedimiento y a la prohibición de toda 
incomunicación. 
 
SEGUNDA SALA. 
Queja 7/2023. María Sirvent Bravo Ahuja. 21 de febrero de 2024. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis 
María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán; los Ministros Luis María 
Aguilar Morales y Alberto Pérez Dayán manifestaron que formularán voto concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretario: Mauricio Tapia Maltos. 
 
Tesis de jurisprudencia 53/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de seis de 
agosto de dos mil veinticinco. 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030941
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Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
 
Registro digital: 2030861 
Instancia: Segunda Sala 
Undécima Época 
Materia(s): Constitucional, Administrativa 
Tesis: 2a. IV/2025 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tipo: Aislada 
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030861   
 
PROTECCIÓN Y BIENESTAR ANIMAL EN ZOOLÓGICOS. LAS AUTORIDADES FEDERALES EN MATERIA 
AMBIENTAL ESTÁN OBLIGADAS A GARANTIZAR SU EFECTIVIDAD.  
 
Hechos: Una persona promovió amparo indirecto en el que reclamó de diversas autoridades el 
maltrato y omisiones en el cuidado de un animal albergado en un zoológico de la Ciudad de México. 
El Juzgado de Distrito concedió el amparo para que se implementaran medidas necesarias para 
garantizar el bienestar del animal, así como sus condiciones de vida y su protección. Las autoridades 
responsables interpusieron recurso de revisión. Alegaron la inexistencia de actos atribuibles a ellas 
y negaron contar con facultades en materia de protección al medio ambiente, en su vertiente de 
protección al entorno adyacente de un ecosistema. 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en 
materia de protección y bienestar animal en zoológicos, existe un régimen de competencias 
concurrentes que otorga facultades y obliga a las autoridades federales en materia ambiental a 
garantizar su efectividad. 
Justificación: Conforme al artículo 73, fracción XXIX-G, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, a la Ley General de Vida Silvestre y a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente, la protección a la fauna silvestre es una materia concurrente. A la Secretaría 
de Medio Ambiente y Recursos Naturales le corresponde emitir recomendaciones y vigilar el trato 
digno de esa fauna –incluyendo la revisión y autorización de planes de manejo en zoológicos–, 
mientras que la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente puede llevar a cabo inspecciones y 
vigilancia del cumplimiento de la normatividad ambiental. A partir de la reforma publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 2 de diciembre de 2024 al artículo 4o. constitucional, queda 
prohibido el maltrato a los animales, y el Estado Mexicano debe garantizar la protección, el trato 
adecuado, la conservación y el cuidado de los animales, en los términos que señalen las leyes 
respectivas. Por tanto, de dicho mandato constitucional expreso y de las atribuciones mencionadas 
deriva que las citadas autoridades no sólo cuentan con facultades en la materia, sino que están 
vinculadas a prevenir, advertir, controlar y vigilar las acciones que se toman dentro de los 
zoológicos, a fin de proteger y garantizar el bienestar animal. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo en revisión 697/2024. Marcos Mario Czacki Halkin, en defensa de la elefanta africana 0.1.0 de nombre “Ely” 
(Loxodonta africana). 26 de febrero de 2025. Mayoría de tres votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Alberto Pérez 
Dayán y Javier Laynez Potisek, quien formuló voto concurrente. Disidente: Lenia Batres Guadarrama. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretario: Mauricio Tapia Maltos. 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030861
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Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
 
Registro digital: 2030944 
Instancia: Segunda Sala 
Undécima Época 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: 2a. V/2025 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tipo: Aislada 
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030944   
 
LIBRE ADMINISTRACIÓN DE LA HACIENDA MUNICIPAL. ES CONSTITUCIONAL QUE LAS 
COMUNIDADES INDÍGENAS Y AFROMEXICANAS DEMANDEN LA ENTREGA DE LOS RECURSOS 
PRESUPUESTALES PARA SU ADMINISTRACIÓN DIRECTA (ARTÍCULO 2o. DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS).  
 
Hechos: En un juicio de derecho indígena, una Agencia Municipal demandó al Municipio al que 
territorialmente pertenece la entrega de determinados recursos federales del ejercicio fiscal 2022 
y subsecuentes, así como su administración directa. La actora obtuvo sentencia favorable para que 
el Municipio le entregara las partidas presupuestales correspondientes. En el amparo directo 
promovido por el Municipio demandado, el Tribunal Colegiado de Circuito estimó que la entrega de 
una parte del presupuesto del Municipio a dicha Agencia, para que lo administre en forma directa, 
compromete la libre hacienda municipal tutelada por el artículo 115, fracción IV, de la Constitución 
Federal. La Agencia Municipal interpuso recurso de revisión y durante su trámite sobrevino el 
decreto que reformó el artículo 2o. constitucional, en materia de Pueblos y Comunidades Indígenas 
y Afromexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de septiembre de 2024. 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que no 
existe invasión a la hacienda municipal cuando alguna comunidad indígena o afromexicana asentada 
en el territorio en el que ejerce su gobierno algún Ayuntamiento, le demanda la entrega de recursos 
presupuestales para administrarlos directamente. 
Justificación: Con la reforma constitucional referida se reconoció a los pueblos y comunidades 
indígenas y afromexicanos como sujetos de derecho público con personalidad jurídica y patrimonio 
propio, así como con capacidad para administrar directamente asignaciones presupuestales. El 
artículo 2o., apartado B, fracción XV, párrafo segundo, constitucional, establece que la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión, las Legislaturas de las entidades federativas y los 
Ayuntamientos, en el ámbito de sus competencias, deberán establecer las partidas específicas en 
los presupuestos de egresos que aprueben, así como las formas y procedimientos, para que los 
pueblos y las comunidades indígenas las administren y ejerzan conforme a las leyes de la materia. 
Por su parte, en los artículos tercero, cuarto y quinto transitorios del decreto mencionado se vinculó 
al Congreso de la Unión para que en un plazo de 180 días a partir de su entrada en vigor, expidiera 
la ley general de la materia y armonizara el marco jurídico correspondiente. También se ordenó al 
Poder Ejecutivo Federal realizar las reformas a las disposiciones administrativas aplicables, y a las 
autoridades de los tres órdenes de gobierno, en el ámbito de su competencia, efectuar las 
adecuaciones normativas que aseguren la libre determinación y autonomía de los pueblos y 
comunidades indígenas y afromexicanos. Por tanto, mientras el Congreso de la Unión no expida la 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030944
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legislación general, este deber se sustituye con la asignación de los recursos que la Cámara de 
Diputados determine anualmente en ejercicio de las facultades que en materia de programación del 
gasto público le corresponden, y conforme a los montos que se establezcan en el presupuesto de 
egresos de la Federación respectivo, en beneficio directo de los pueblos y comunidades indígenas y 
afromexicanos. Como el artículo 2o. constitucional no especifica qué tipo de recursos son los que 
podrán administrar directamente dichos pueblos y comunidades, ni cómo serán etiquetados, 
calendarizados y fiscalizados, entre otras cuestiones, el manejo de tales aspectos –mientras no se 
expida la legislación general– es responsabilidad del Poder Ejecutivo Federal, quien durante el 
ejercicio fiscal de 2025 ya se ha hecho cargo de instrumentar los procedimientos para dispersar los 
recursos respectivos, pues las evidentes necesidades económicas de esos sectores de la población 
no pueden quedar a expensas de la actividad del legislador secundario. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo directo en revisión 782/2024. Síndico Municipal del Ayuntamiento de San Melchor Betaza, Villa Alta, Oaxaca, y 
en representación de dicha comunidad indígena. 2 de julio de 2025. Mayoría de tres votos de los Ministros Yasmín Esquivel 
Mossa, Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek. Disidente: Lenia Batres Guadarrama. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretaria: Mónica Jaimes Gaona. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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